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			INTRODUCCIÓN

		

	
		
			SOBRE EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN

			La inserción de Colombia en los procesos de integración económica obliga a la comunidad académica a realizar diferentes análisis sobre el impacto que supone la aplicación de nuev as y variadas normas jurídicas que regulan el tema. El presente documento es uno de tales intentos investigativos, desarrollado a partir del análisis de uno de los más importantes procedimientos de comercio internacional que se ejecuta a diario en el país: la importación ordinaria.

			El estudio del régimen de importación en Colombia se plantea en primera instancia mediante la contextualización de la normatividad aplicable al régimen aduanero nacional, desde su óptica constitucional, legal y reglamentaria, este aparte constituye el elemento “descriptivo” de la situación que se abordará posteriormente desde una óptica más práctica. En el mismo capítulo, a continuación de la descripción normativa, se ha considerado incorporar a manera de representación gráfica, una sencilla ilustración que represente el sistema de normas que regulan la actividad aduanera en Colombia.

			En capítulo aparte, el tema se centra en un estudio más detallado del Decreto 2685 de 1999, por el cual se ha establecido el Estatuto Aduanero, en lo específicamente relacionado con el procedimiento de importación ordinaria, analizando cada trámite, así como la indicación de los requisitos que deben reunirse a efecto de adelantar un trámite de importación con éxito. De la misma manera, se describen los principales intervinientes en la gestión aduanera nacional, haciéndose énfasis además en las novedades normativas relacionadas con los denominados Operadores Económicos Autorizados, figura de reciente incorporación al sistema jurídico aduanero en cumplimiento de las disposiciones supranacionales que se han proferido por la Organización Mundial de Aduanas con el ánimo de simplificar el comercio internacional.

			Es de anotar que el documento, no pretende limitarse a una descripción simple del procedimiento administrativo de importación ordinaria, sino que busca realizar un análisis crítico sobre la operatividad en la práctica de las etapas que componen dicha actuación, planteándose además, el problema de la eficacia de la norma y su relación directa con fenómenos económicos y sociales como la evasión, la elusión y el contrabando, así como la libre competencia y la igualdad para los participantes en el mercado, por un lado, y por otro, igualmente importante, pretende evidenciar si efectivamente este procedimiento administrativo constituye o no la materialización de una política pública clara sobre intervencionismo del Estado en la economía. Esto último, en la medida en que siempre se ha aceptado que el derecho administrativo materializa y concreta las políticas públicas que el alto Gobierno diseña para lograr los fines sociales del Estado.

			Por ello, en el último capítulo de la investigación se presenta el resultado concreto del trabajo de campo elaborado por los investigadores para medir la eficacia de las normas que regulan la importación ordinaria, y su relación con el contrabando, la evasión y elusión de impuestos. En esta medida, se presenta la entrevista aplicada a funcionarios de la Dirección de Aduanas e Impuestos Nacionales (DIAN), describiendo su método, las experiencias obtenidas en la aplicación y los resultados logrados, para plantear propuestas de mejora, sobre todo, teniendo en cuenta que los entes estatales competentes se encuentran adelantando la elaboración de un nuevo Estatuto Aduanero, cuyo fin primordial es acompasar la reglamentación nacional a la extensa normativa internacional en materia de comercio internacional y las implicaciones en lo relativo a la seguridad en la cadena logística de intercambio. De esta manera, el documento deja de lado el enfoque descriptivo que hasta el momento se ha tenido del tema respecto de las normas que regulan la materia, para incorporar un enfoque participativo-propositivo.

			Adicionalmente, en último aparte del documento se consignarán las conclusiones principales logradas en el proceso investigativo, así como unas consideraciones finales respecto de la realidad en el intercambio aduanero nacional, que reflejen la posición de los investigadores al respecto.

			PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN

			Es una realidad que los altos índices de contrabando afectan el mercado, no solo en la utilidad de la operación de sus intervinientes, -lo que genera una competencia inequitativa-, sino también al afectar el recaudo de impuestos, toda vez que las mercancías ingresadas al territorio aduanero nacional sin el cumplimiento de la normas aduaneras generan un impacto negativo en la economía nacional, situación que se presenta pese a que existe un procedimiento administrativo que en apariencia regula al detalle todas las circunstancias que se presentan en las operaciones de importación. En este contexto, el problema de la investigación se ha sintetizado en el siguiente interrogante:

			¿El procedimiento administrativo aduanero de la importación ordinaria instituido en el Decreto 2685 de 1999, como herramienta de intervencionismo del Estado en las operaciones de comercio exterior, es eficaz para controlar el contrabando, la evasión y elusión de impuestos, y la equidad competitiva en el mercado colombiano?

			METODOLOGÍA EMPLEADA

			En este proyecto se utilizará como paradigma de investigación el considerado mixto, toda vez que en el proceso investigativo el problema se abordará inicialmente con el de naturaleza cualitativo y posteriormente el cuantitativo, en razón a que la pretensión inicialmente es describir el problema objeto de estudio delimitada al procedimiento de la importación ordinaria, concretamente explicar las razones que causan su ineficacia en el mercado colombiano y la existencia y perpetuación de fenómenos socioeconómicos como el contrabando, la evasión y elusión de impuestos y su incidencia negativa en las condiciones de mercado demostrado en métodos cuantitativos.

			Se busca, entonces, encontrar las razones fundamentales de la inoperatividad de las disposiciones legales que deberían crear condiciones claras y estables que permitan en un mayor grado participar en el proceso económico de intercambio de mercancías producidas en el exterior pero comercializadas en el mercado nacional.

			La manera como se ha decidido plantear el problema de investigación obedece precisamente a la forma como se desea adelantar el proceso investigativo, pues se busca cuestionar directamente con los participantes en el mercado sobre la operatividad y eficacia de las disposiciones legales que regulan la materia, así como las condiciones reales que se presentan en el diario intercambio de mercancías importadas y cómo se han visto afectados por los vacíos normativos o de aplicación de la ley en estos aspectos, y mostrar los resultados a través de metodologías que permiten interpretar el problema y su impacto en la economía con el fin de que sirva de justificación a la propuesta o recomendación presentada en el informe definitivo de la investigación.

			Esta investigación que se emprende es sociojurídica, es decir, se estudia una institución jurídica y su aplicación en un contexto socioeconómico, siendo el tipo de investigación la explicativa, toda vez que se trata de descubrir, establecer y explicar las relaciones entre las variables estudiadas como es el contrabando, la evasión y elusión de tributos en la importación ordinaria de mercancías para criticar el procedimiento establecido y explicar la ocurrencia de estos fenómenos socioeconómicos. En sí, en el caso objeto de estudio, los investigadores determinarán cuáles son las causas y los efectos de las variables mencionadas, cuyo objetivo es de carácter explicativo.

			Es una investigación cuyo método es teórico puesto que pretende estudiar el procedimiento administrativo a la luz de las normas que regulan la actividad de la importación y la operatividad de estas, cuyo aporte de los investigadores consiste en el análisis crítico del mismo con la presentación de propuestas de reforma a las entidades que intervienen en la ejecución de la operación de comercio exterior; a la vez es una investigación práctica, porque se tiene como objetivo la elaboración de una guía, manual o tratado en donde se le brinde mayor ilustración a los usuarios aduaneros en cuanto a requisitos, trámites y condiciones del comercio exterior, especialmente en la importación de bienes. Factores que se deben conocer ampliamente para adelantar las gestiones en forma eficiente y con los menores costos, por lo tanto es acertado concluir que el método de investigación es de naturaleza mixta.

			En el trabajo se mostrarán los resultados obtenidos de la aplicación de técnicas de recolección de datos aplicados a los agentes que intervienen en el proceso de importación, como lo son los profesionales en áreas operativas y jurídicas de la DIAN, Usuarios Aduaneros Permanentes-(UAP), importadores, y las Agencias de Aduanas antes Sociedades de Intermediación Aduanera (SIA), domiciliados o quienes ejercen su actividad en la ciudad de Bogotá D.C., siendo estos el universo de la investigación.

			La investigación en su fase de ejecución requiere en su trabajo de campo de diversos instrumentos para recopilar la información. Por ello es importante el planteamiento metodológico, en especial el por qué son necesarios determinados métodos, técnicas e instrumentos. Como quiera que se trata de una investigación explicativa y proyectiva se emplearán métodos, técnicas e instrumentos que se amparen esencialmente en la metodología cualitativa en sus diversas dimensiones, sin restarle importancia a otras propuestas metodológicas que complementan a la misma, toda vez que se pretende explicar el procedimiento administrativo de la importación ordinaria, pero sobre todo los fenómenos del contrabando, la evasión y elusión de impuestos, y criticarlo desde una óptica propositiva.

			Se justifica por lo tanto, la utilización de instrumentos de recolección de información, tales como entrevistas estructuradas dirigidas a los profesionales de aduanas, auxiliares de la operación aduanera e importadores para obtener su opinión sobre los fenómenos estudiados y sugerencias o recomendaciones de cómo controlar dichos fenómenos y ajustes a tal procedimiento.

			En este propósito se realizarán registros de observación por parte de los investigadores en el contexto de la operatividad del procedimiento administrativo, establecido para la importación ordinaria de bienes, apoyados por la técnica de coaching para el diálogo con los que intervienen en dicho procedimiento, a efectos de contrastar la observación con las percepciones u opiniones de los agentes económicos intervinientes en el proceso de importación, así como también un cuestionario dirigido a conocer las opiniones de los empleados públicos en especial los de la DIAN sobre el objeto de estudio.

			Sobre este último instrumento, es necesario advertir que metodológicamente es de complementariedad al de entrevista y a la observación, puesto que su utilización al final del proceso de recolección de datos permite cuantificar aspectos de los fenómenos mencionados en cuanto a la percepción de las personas que se ven abocadas a interactuar en el procedimiento administrativo que se estudiará.

			Lo anterior implica entonces el establecimiento de un proceso de apoyo entre las perspectivas metodológicas cualitativas y cuantitativas, que en el caso de la presente investigación está marcada esencialmente en lo cualitativo, sin olvidar la validez convergente del estudio.

			La entrevista estructurada a expertos en el proceso de importación permite el estudio, indagación y análisis del tema, aspecto que facilitará a los investigadores realizar la propuesta de la guía para importar en el país el proyecto de reforma al procedimiento administrativo establecido en el Decreto 2685 de 1999.

			MARCO TEÓRICO

			Antes de relacionar los avances conceptuales más importantes que se han producido frente a los temas que conforman el objeto de la presente investigación, es necesario poner de presente que el tema concreto del procedimiento ordinario de importación, desde la óptica de la legislación actual, y el problema de su eficacia, así como las consecuencias que se producen en el plano real, no han sido abordadas por autores nacionales. En efecto, tras una indagación en distintas fuentes autorizadas de información documental, no se lograron extraer referencias teóricas concretas sobre el tema de la presente investigación, por lo tanto, a continuación se presentarán algunos estudios relacionados con los aspectos que conforman el tema de manera general.

			En relación con el estudio del procedimiento ordinario de importación, no se encuentran en la literatura nacional libros e investigaciones que estudien los efectos socioeconómicos de las disposiciones normativas contenidas en el Decreto 2685 de 1999. Las referencias documentales se limitan a la descripción de las normas que regulan el tema, sin un análisis sociojurídico profundo.

			En este contexto, deben citarse los aportes que realiza Rogelio Perilla Gutiérrez (2009), quien describe claramente las etapas que deben adelantarse en el proceso de importación, así como los trámites que deben observarse por parte de los agentes intervinientes en el comercio exterior.

			En el mismo sentido, Eustorgio Ramírez Arévalo analiza el contenido normativo, describiendo las alternativas y requisitos que deben verificarse para obtener una exitosa operación de intercambio en comercio exterior.

			Es pertinente precisar, que los dos autores mencionados en los textos citados, no expresan resultados de estudios de investigación sobre el tema de la presente investigación. Estos documentos se limitan a describir las etapas que deben adelantarse para alcanzar de manera exitosa el procedimiento de importación a la luz de las normas contenidas en la legislación aplicable.

			Por otro lado, en lo relacionado con la evasión de impuestos, resultan de especial importancia los conceptos esbozados por Hugo A. Macías Cardona, Luis Fernando Agudelo Henao y Mario Ricardo López Ramírez (2007) y su incidencia con el déficit fiscal en Colombia, así como los distintos procedimientos que se presentan para evitar el pago de los tributos en el país.

			Los autores mencionados sostienen que “en Colombia es bajo el recaudo por concepto de impuestos indirectos, como porcentaje del PIB, no solamente con respecto a los países desarrollados, sino también con respecto a las economías de América Latina”, realidad que se origina, según su criterio en “la evasión de aquellos contribuyentes que no encuentran ningún incentivo para tributar (bien sea porque no lo consideran su deber, porque no están dispuestos a financiar al Estado o porque no esperan ser descubiertos y sancionados), por la evasión como estrategia para competir con quienes evaden, por los efectos negativos de las altas tarifas y además por la pérdida de recaudo generada en las múltiples exenciones. Todo esto se refleja en una baja disposición de los contribuyentes a cumplir voluntariamente”.

			Tal como puede apreciarse, el sustento teórico del estudio se circunscribe en el comercio exterior, entendido como las operaciones mercantiles celebradas entre residentes de un país con los de otro Estado extranjero, cumpliendo las normas previstas para tal fin en cuanto al pago de tributos aduaneros, la canalización del pago al proveedor a través de intermediario del mercado cambiario y el procedimiento administrativo establecido que ambas legislaciones exigen respecto de la materia.

			Como en muchos países de América Latina, el desarrollo económico de Colombia durante el siglo XX estuvo estrechamente ligado al comportamiento de su comercio exterior, puesto que las fluctuaciones de los términos de intercambio y el comportamiento de los volúmenes de las exportaciones y las importaciones fueron determinantes en el ciclo económico y en la estructura productiva del país.

			Con el proceso de apertura económica iniciada al final de la década de los ochenta, Colombia se embarcó en la denominada liberalización del mercado con el propósito de no quedar aislada de las operaciones de comercio entre países, tendencia mundial que se ha materializado en los tratados de libre comercio, herramienta que mediante el cual se regulan las relaciones entre los Estados en materia de comercio, influenciada en forma impensable por la reducción de los costos de transporte y comunicaciones, así como la desgravación de los aranceles como incentivo para el intercambio comercial.

			El grado de apertura que los colombianos enfrentarán en el largo plazo es el de la integración cada vez mayor de la economía colombiana con el resto del mundo, mediante negociaciones de tratados de libre comercio con bloque económicos como la Unión Europea, CARICOM, MERCOSUR, entre otros, y en el futuro estar inmersos en el comercio globalizado en el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), por mencionar unos ejemplos, de los procesos de integración regional del continente americano, cuyo propósito es eliminar progresivamente las barreras al comercio.

			La importación de mercancías en Colombia tiene un procedimiento administrativo definido en cuanto a las modalidades y al régimen mismo de importación regulado en el Decreto 2685 de 1999, conocido como Estatuto Aduanero; sin embargo, dependiendo de la naturaleza de los productos, se requerirá licencia de importación por el INCOMEX, vistos buenos certificados por entidades competentes según el ramo como INVIMA, ICA, entre otras, soportes de la declaración de importación que al obtener la autorización de levante por los inspectores de aduanas de la DIAN, la mercancía queda en libre disposición por verificarse el legal ingreso al territorio aduanero nacional.

			La actividad importadora en el comercio exterior es una operación que conforma la balanza comercial de cada país, presupuesto esencial en los procesos de integración económica basados en la reducción de las barreras arancelarias y no arancelarias como restricciones administrativas.

		

	
		
			CAPÍTULO I

		

	
		
			BREVES CONSIDERACIONES SOBRE LA EFICACIA DE LAS NORMAS ADMINISTRATIVAS DEL PROCESO DE IMPORTACIÓN ORDINARIA

			El presente capítulo, pretende ilustrar cómo aunque el derecho administrativo aduanero, constituye la herramienta que el Gobierno utiliza para materializar la política pública en materia de comercio exterior, en particular frente a la importación ordinaria, no se cuenta con una metodología que permita medir el alcance de este resultado, ocasionando la ineficacia de las disposiciones contenidas en los cuerpos normativos que regulan el tema, por cuanto no existe un procedimiento adecuado para realizar el seguimiento del cumplimiento de la ley. Así, la ejecución de una política pública inadecuadamente pensada permite la existencia de normas jurídicas de naturaleza administrativa ineficaces.

			Para ello, se partirá de la tesis planteada por Pablo Navarro y Juan José Moreso (1996) sobre el concepto de eficacia y aplicabilidad del derecho y las normas jurídicas, describiendo cómo los elementos de la teoría se presentan en el caso de las normas de importación ordinaria vigentes.

			Sin embargo, un análisis previo pero necesario, obliga a considerar la naturaleza del derecho administrativo y sus normas como realidades que regulan ciertas relaciones entre el Estado y los ciudadanos, así como la relación que existe entre esta rama del derecho público y la formulación y aplicación de las políticas públicas diseñadas por el Gobierno nacional. La idea que se pretende defender es que el derecho administrativo juega un papel indispensable en el proceso de formulación e implementación de todo lineamiento general diseñado por el Gobierno, aunque dicha relevancia no es considerada al momento de su diseño.

			Así, se ha entendido que el derecho administrativo, como elemento esencial del derecho público y la ciencia jurídica es “derecho constitucional y político, es lucha contra el poder –cualquier poder– en la defensa de los derechos de los individuos, es la aventura de pensar” (Gordillo, 2004). Sus normas, por lo tanto, se han caracterizado por gozar de una condición que no es estrictamente jurídica, en la medida en que su objeto ciertamente supera tal órbita, incidiendo en las relaciones políticas que debe regular.

			De esta manera, pareciera indispensable considerar que la metodología que se sigue para estudiar y aplicar las normas de derecho administrativo gozan de una doble condición: por un lado, i) atienden a un sentido normativo claro de donde se evidencia que su composición tradicional de supuesto de hecho y consecuencia jurídica se aplica sin mayores elucubraciones cuando estamos frente a los administrados, destinatarios por excelencia de la función administrativa; mientras que ii) cuando el sujeto destinatario de la norma jurídica de derecho administrativo es la propia autoridad administrativa, su entidad normativa se ve complementada necesariamente por conceptos de orden político y constitucional que permiten entender en su verdadera entidad el alcance de la disposición, pero que a la vez presentan dificultades filosóficas que tienen efectos prácticos no deseados.

			En efecto, piénsese en la tradicional disposición que permite a las autoridades administrativas adoptar decisiones discrecionales cuyo tenor literal sostiene que “En la medida en que el contenido de una decisión de carácter general o particular sea discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza, y proporcional a los hechos que le sirven de causa”. (Ley 1437, artículo 44). Esta norma contiene una fórmula tradicional abierta según la cual el acto administrativo no tiene que cumplir con el deber de la motivación de toda decisión administrativa en los casos especialmente permitidos por la ley, siempre que la expresión de la voluntad de la Administración sea “adecuada a los fines de la norma que la autoriza y proporcional a los hechos que le sirven de causa”, sin proveer mayores parámetros para establecer qué debe entenderse por uno y otro concepto.

			Esta textura abierta de la norma administrativa que se cita como ejemplo, obliga al intérprete a encontrar disposiciones normativas, políticas o sociales que le permitan establecer en un caso concreto los fines definidos por el legislador cuyo alcance deben guiar la decisión discrecional, así como la identificación de las circunstancias de hecho que soportan suficientemente la adopción de la decisión inmotivada.

			Tal como resulta evidente, fórmulas abiertas como la citada, si bien representan la posibilidad de lograr un ejercicio interpretativo e incluyente de todo el ordenamiento jurídico, lo que es filosóficamente loable e incluso deseable, representan un riesgo muy alto en países como Colombia en donde el ejercicio del poder debe estar bastante definido por la regla de derecho, dado el riesgo de su ejercicio arbitrario y restringido en favor de la autoridad y en detrimento de los intereses de los administrados.

			Por su parte, las políticas públicas constituyen la respuesta del Gobierno a circunstancias previamente identificadas como necesidades sociales que pretende su satisfacción, que ponen en movimiento la capacidad normativa e institucional del aparato estatal (Roth, 2004). Por ello se ha sostenido que una política pública comprende “el flujo de decisiones en torno de un problema que ha sido considerado público y ha ingresado en la agenda del Estado” (Cuervo, 2008, p. 79).

			Esta concepción permite pensar en que un sistema de Gobierno altamente responsable debe considerar la realización de mecanismos y herramientas pertinentes para i) la identificación de las necesidades en un sector del Estado y ii) la medición de tales necesidades de manera que se pueda obtener un informe lo más acabado posible sobre el estado actual de la situación problemática. Esta metodología debería además seguir un parámetro técnico generalmente aceptado que permita su adecuación a la realidad nacional, así como la posibilidad de brindar respuestas concretas a la situación problemática.

			En este contexto, es lógico pensar que la naturaleza instrumentalista del derecho administrativo constituye un medio para su realización.

			Ahora bien, analizados los presupuestos del alcance y finalidad de las normas de derecho administrativo, es pertinente establecer el alcance de su relación con el concepto de eficacia y aplicación, siguiendo para ello la línea argumentativa de Navarro y Moreso (1996).

			Para ello, resulta imprescindible describir los elementos esenciales de dicha posición teórica. Sostienen los autores que el análisis del fenómeno de la aplicabilidad y eficacia del derecho corresponden a dos dimensiones diferentes de abstracción del derecho. Así, el primer concepto se ubica dentro de los elementos de un análisis normativo del derecho, al paso que el segundo conforma un escenario de estudio propio del estudio social de la disciplina.

			Esta posición es aceptable por cuanto pretende diferenciar sistemáticamente el entendimiento de la ciencia jurídica, caracterizada por su plurivalencia, pero de la que se exigen expresiones concretas que provean soluciones a los miembros de la sociedad.

			En este sentido, puede admitirse que el estudio de la dimensión normativa del derecho incluya el estudio de los fenómenos de validez, fuerza obligatoria y aplicabilidad de las normas jurídicas; la dimensión social, por su parte, se encarga de aspectos tales como la eficacia de las normas jurídicas, condición necesaria además para la existencia de un sistema jurídico. (Raz, 1980).

			Ahora bien, aunque esta metodología de análisis puede tenerse como aceptable, no debe perderse de vista lo particular que implica la distinción que se hace entre los conceptos de aplicabilidad y eficacia de las normas jurídicas. Así, un individuo puede sufrir el rigor de la ley en virtud de la decisión de una autoridad competente, pero puede no observar la norma jurídica y confiar en evitar el que sea alcanzado por sus consecuencias. Como puede observarse, se muestra evidente que los conceptos se unen por un contenido moral implícito en el individuo. (Navarro y M., 1996, p. 120).

			Esta es la relación que se torna relevante para las consideraciones sobre eficacia, que pretenden hacerse, ya que la descripción conceptual que Navarro y Moreso (1996) realizan sobre la aplicabilidad como un rango de significación de la eficacia representan alcances epistemológicos que no se estiman pertinentes para el análisis instrumental que se desea desarrollar en este documento.

			La relación que se estima pertinente es aquella que surge entre la norma jurídica y los individuos que intervienen en su aplicación, esto es, aquel que es destinatario directo de sus efectos, así como el funcionario que estando en la obligación de aplicarla a un caso particular, decide efectivamente comportarse de esa manera, pues teniendo la posibilidad de no hacerlo (al margen de las consecuencias negativas que ello le acarrearía) opta por cumplir con el ordenamiento, lo que permite afirmar la eficacia de la norma jurídica utilizada. Esta situación puede sufrir una variante que también hace evidente la tesis de que el problema de la eficacia es un tema relativo a la relación psicológica entre la norma jurídica y los individuos, se presenta cuando el funcionario cuenta con una determinada norma (válida y vigente a la luz del ordenamiento) pero i) no cuenta con los recursos necesarios para garantizar su pleno cumplimiento o ii) sabe que la Administración no cuenta con tales recursos.

			Ello sucede, por ejemplo, cuando una autoridad emite un acto administrativo cuya “eficacia” depende de la ejecución material de actos de otra autoridad o institución, –lo que se presenta en las denominadas operaciones administrativas–, percibiendo sin lugar a duda que esta no puede dar cabal cumplimiento a la decisión emitida por aquella. Así mismo, la eficacia de una determinada norma administrativa, también depende de que se impongan las sanciones por su inobservancia, esto es, si su desatención constituye una infracción penal, a título de ejemplo, que las autoridades judiciales adelanten con alto grado de eficiencia su labor investigativa y de declaración de responsabilidad penal.

			En lo atinente a las normas administrativas que regulan el procedimiento administrativo aduanero, resulta claro que uno de sus objetivos es persuadir a los asociados de evitar conductas que afectan el mercado interno, así como las finanzas públicas. Este tipo de conductas constituyen delitos tales como el contrabando, la defraudación de rentas aduaneras y el favorecimiento de servidor público.

			Durante los años 2010, 2011, 2012 y 2013, la Dirección de Aduanas e Impuestos Nacionales (DIAN), presentó ante la Fiscalía General de la Nación 3972 denuncias por la presunta comisión de este tipo de ilícitos. Sin embargo, durante tales anualidades los organismos competentes únicamente profirieron 781 sentencias condenatorias.

			TABLA 1. NÚMERO DE DENUNCIAS POR CONDUCTAS CONTRA EL ADECUADO INTERCAMBIO DE MERCADERÍAS EXTRANJERAS VS. SENTENCIAS CONDENATORIAS LOGRADAS POR LA MISMA CAUSA.

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							AÑO

						
							
							2010

						
							
							2011

						
							
							2012

						
							
							2013

						
					

					
							
							Número de denuncias presentadas

						
							
							1655

						
							
							1001

						
							
							778

						
							
							538

						
					

					
							
							Sentencias condenatorias

						
							
							131

						
							
							327

						
							
							223

						
							
							100

						
					

				
			

			FUENTE: DIRECCIÓN NACIONAL DE ADUANAS E IMPUESTOS NACIONALES. DICIEMBRE 2013.

			Adicionalmente, el mayor o menor grado de aplicación de una disposición jurídica puede obedecer a i) una estructura de funcionarios dotados de las herramientas para verificar su plena eficacia y ii) el comportamiento ajustado a la norma que debe caracterizar a individuos maduros políticamente.

			En cuanto a lo primero, y en tratándose de las actividades a disposición de las autoridades aduaneras para dar cumplimiento a las disposiciones de importación en Colombia, durante los periodos ya señalados, la DIAN efectuó 22.169 decomisos de mercancías, cuyo ingreso al país no cumplió con la normatividad administrativa correspondiente.

			TABLA 2. NÚMERO DE APREHENSIONES DE MERCANCÍAS 2010-2013
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							DECOMISOS

						
					

					
							
							2010

						
							
							26.784

						
					

					
							
							2011

						
							
							27.711

						
					

					
							
							2012

						
							
							29.633

						
					

					
							
							2013

						
							
							22.169

						
					

				
			

			FUENTE: DIRECCIÓN NACIONAL DE ADUANAS E IMPUESTOS NACIONALES. DICIEMBRE 2013.

			El Gobierno no se preocupa por realizar mediciones relativas a la percepción, nivel de observancia, fallas y aspectos no operativos del subsistema jurídico que regula la actividad aduanera del Estado.

			En las páginas que siguen, se realizará un análisis sobre el procedimiento administrativo aduanero de importación ordinaria. El estudio será inicialmente descriptivo con el fin de ofrecer al lector un panorama general y posteriormente incluirá las críticas que a juicio de los autores representan los principales problemas para la adecuada observancia de las disposiciones que regulan esta materia.

		

OEBPS/image/icono.jpg
@“ L0 Gatastians MIEMBRO DE LA RED

chmicorovmang | ILUMNG





OEBPS/image/portadilla.jpg
EL PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO ADUANERO
DE LA IMPORTACION ORDINARIA

®pOLITECNICO
GRANCOLOMBIANO

MIEMBRO DE LA RED

ILUMNS





OEBPS/image/portadillaB.jpg
EL PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO ADUANERO
DE LA IMPORTACION ORDINARIA

LEONARDO ACEVEDO VALENCIA * JOSE ENIO SUAREZ SALDANA

WPOLITECNICO
GRANCOLOMBIANO

MIEMBRO DE LA RED

ILUMNS





OEBPS/font/ArialMT.ttf




OEBPS/image/cover.jpg
El procedimiento
administrativo aduanero
de la 1mportac1on ordinaria ,r E

Leonardo Acevedo Valencia - José Enio Suérez Saldafia

@roLTECNICO
GRANCOLOMBIANO







